
 

NOTAS INFORMATIVAS 

 

 

  

AGÈNCIA DE PREVENCIÓ I LLUITA 

CONTRA EL FRAU I LA CORRUPCIÓ DE LA 

COMUNITAT VALENCIANA 

Creada al amparo de la Ley 11/2016, de 28 de noviembre, la “Agencia 

Valenciana Antifraude” constituye un instrumento de prevención, investigación 

y combate del fraude y la corrupción, que cuenta además con instrumentos 

encaminados a la protección de las personas denunciantes.  

Su objetivo principal es prevenir y erradicar el fraude y la corrupción de las 

instituciones públicas valencianas, y constituye una entidad de Derecho público, 

con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para la consecución 

de sus fines. Además, la principal garantía para su libre actuación es que es 

independiente de cualquier administración pública, encontrándose únicamente 

adscrita a Les Corts. Su financiación proviene de una partida económica 

reservada en los presupuestos generales de Les Corts, que queda incluida en las 

cuentas públicas de la Generalitat Valenciana. 

 

http://www.dogv.gva.es/datos/2016/11/30/pdf/2016_9534.pdf
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Cuenta con potestades de investigación e inspección, pudiendo acceder a cualquier 

información que se encuentre en poder de las personas jurídicas, públicas o privadas, 

sujetas a su ámbito de actuación. El personal investigador e inspector de la agencia, 

que tiene la condición de autoridad, podrá, entre otros, personarse en las entidades 

objeto de investigación, realizar las entrevistas que considere oportunas, o acceder, 

si la legislación lo permite, a información de cuentas corrientes en entidades bancarias 

relacionadas con la adjudicación de contratos públicos o ayudas públicas. 

 

A este respecto, las entidades públicas y las personas físicas o jurídicas privadas 

incluidas en el ámbito de actuación de la agencia están obligadas a colaborar con la 

Agencia. 

 

Las actuaciones de la Agencia, que podrán iniciarse de oficio o a solicitud de algún 

denunciante, serán confidenciales. 

 

Junto con la Agencia se crea el “Estatuto de la persona denunciante”, que tiene como 

función primordial proteger a las personas que denuncien hechos fraudulentos o 

corruptos ante la Agencia. Entre sus principales características se encuentran: 

• La existencia de un canal seguro y confidencial donde cualquier persona podrá 

denunciar hechos que considere fraudulentos. Las denuncias podrán efectuarse de 

forma telemática o por escrito ante el Registro de la propia Agencia, y se permite la 

presentación de denuncias anónimas. Puede acceder al buzón de denuncias 

telemáticas a través del siguiente enlace: Buzón de denuncias 

• Ofrecimiento de asesoramiento legal a las personas denunciantes, teniendo además 

garantizada su confidencialidad. 

• La Agencia velará por que los denunciantes no sufran, durante la investigación ni 

después de ella, ningún tipo de aislamiento, persecución o empeoramiento de sus 

condiciones laborales o profesionales, ni ningún tipo de medida que implique cualquier 

forma de perjuicio o discriminación. En el caso de que se diera alguno de estos hechos, 

tiene capacidad para ejercer las acciones correctoras o de restablecimiento que 

considere, entre ellas: 

◦ Instar al órgano competente en el cual la persona denunciante ejerce su labor 

a trasladarla a otro puesto, siempre que no implique perjuicio a su estatuto 

personal y carrera profesional. 

◦ Instar a dicho órgano a conceder permiso por un tiempo determinado con 

mantenimiento de la retribución.  

• El denunciante podrá solicitar de la Agencia asesoramiento en los procedimientos 

que se interpongan contra él con motivo de la denuncia. 

 

La Agencia cuenta además con potestad sancionadora, cuando aprecie acciones u 

omisiones encaminadas a entorpecer el procedimiento de investigación, cuando se 

incumplan las medidas de protección del denunciante, no se comuniquen hechos 
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susceptibles de ser considerados constitutivos de corrupción o se filtre información en 

el curso de la investigación y/o se falte a la diligencia en la custodia del expediente. 

 

Para todas estas infracciones se prevén sanciones que van desde la amonestación hasta 

los 400.000 €, además de la posibilidad de declarar nulo de pleno derecho cualquier 

acto o resolución adoptada como base de conductas corruptas o fraudulentas. 

 

En la actualidad se está elaborando el Reglamento de funcionamiento y régimen 

interior de la agencia que regulará el procedimiento para llevar a cabo sus funciones 

inspectoras e investigadoras. 


